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Providencia:                              Sentencia de 7 de marzo de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-002-2017-00079-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:

Luis Fernando Rivera Trujillo   

Demandados:

Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP y otro

Magistrado Ponente:               Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             
Juzgado Segundo del Circuito de Belén de Umbría 

Temas: 


FINALIZACIÓN DE CONTRATO DE TRABAJO / PERSONA EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD / ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA / SÓLO OPERA CUANDO TERMINACIÓN DE RELACIÓN LABORAL FUE POR DECISIÓN UNILATERAL DEL EMPLEADOR / CONFIRMA - . Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Conforme con lo expuesto, para que opere el estudio de la estabilidad laboral reforzada en los términos establecidos en la Ley 361 de 1997, debe quedar acreditado que la cesación de la relación laboral se debió a una decisión unilateral por parte del empleador. 
(…)
En cuanto a las razones que llevaron a que finalizara la relación laboral entre las partes, a folio 213 del expediente se observa carta suscrita por el señor Luis Fernando Rivera Trujillo, en la que el 1º de febrero de 2012 le informa al empleador Hoover Fernando Ortiz Montoya que por motivos estrictamente laborales cesa definitivamente la relación laboral a partir del 10 de febrero de 2012.

(…)
Bajo tales circunstancias, al no haber prueba que indique que ese documento no fue suscrito por el señor Luis Fernando Rivera Trujillo, como en principio lo sostuvo su apoderada judicial, es del caso darle plena validez al documento y por lo tanto es dable concluir que la finalización del contrato de trabajo obedeció a una decisión unilateral del trabajador; por lo que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DIA

Hoy, siete de marzo de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor LUIS FERNANDO RIVERA TRUJILLO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 4 de agosto de 2017, dentro del proceso que le promueve a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. ESP y al señor HOOVER FERNANDO ORTÍZ MONTOYA y al cual fue llamada en garantía la sociedad CONFIANZA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00079-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Luis Fernando Rivera Trujillo que la justicia laboral declare que entre él y el señor Hoover Fernando Ortiz existió un contrato de trabajo por obra o labor contratada entre el 9 de marzo de 2011 y el 13 de febrero de 2012, momento en el que se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada, siendo la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP solidariamente responsable de conformidad con lo establecido en el artículo 34 del C.S.T.

Con base en ello aspira que se condene a los demandados a reintegrarlo y en consecuencia que se ordene el pago de salarios, primas de servicios, las cesantías y sus intereses, vacaciones, los aportes al sistema de seguridad social, la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 9 de marzo de 2011 se vinculó como trabajador al servicio del señor Hoover Fernando Ortiz Montoya, contratista de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP; las actividades desempeñadas fueron las de instalador de redes de acueducto y ayudante de obra; el salario devengado era igual al mínimo legal mensual vigente; el 13 de mayo de 2011 sufrió accidente de trabajo cumpliendo con la orden de levantar algunos escombros, sin contar con los implementos de trabajo, lo cual generó que sintiera un dolor muy fuerte en la columna reportado a su jefe inmediato, el cual no le dio importancia, al punto que no puso en conocimiento de la ARL el mismo; el 14 de mayo de 2011 se presentó a trabajar, pero no soportó el esfuerzo físico que debía realizar, motivo por el que el Supervisor de la obra le dijo que visitara al médico; ese día fue atendido en urgencias de la Clínica Saludcoop, otorgándosele 3 días de incapacidad, y en adelante continuó incapacitado por varias dolencias de origen común y laboral, hasta el 21 de septiembre de 2011; el accidente solo se reportó el 30 de junio de 2011 a la ARL Positiva S.A.

El 24 de septiembre de 2011 el medico laboral le solicita al empleador que lo remita a salud ocupacional para que lo ubiquen en un sitio acorde con sus limitaciones, sin embargo, el señor Hoover Fernando Ortiz no lo reubicó; el 19 de octubre de 2011 la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda determinó que tenía una PCL del 17.20% de origen común estructurada el 4 de junio de 2011, la cual fue confirmada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 1º de agosto de 2012; el 13 de febrero de 2012 fue despedido sin justa causa, sin mediar autorización del Ministerio del Trabajo; el ingeniero Hoover Fernando Ortiz suscribió contrato de obra Nº 139 de 2011 con la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP con el objeto de recuperar vías por intervención de infraestructura; en el año 2012 presentó acción de tutela, la cual fue negada por parte del Juzgado 4º Penal Municipal de Pereira al considerar que no era el mecanismo idóneo para su reclamación.

Al contestar la demanda –fls.199 a 210 y 335- el señor Hoover Fernando Ortiz Montoya manifestó que el contrato de obra o labor suscrito con el señor Luis Fernando Rivera Trujillo en virtud al contrato de obra Nº 139 de 2011 pactado con la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP fue dado por finalizado por el propio demandante en carta presentada el 1º de febrero de 2012 en donde informa que la finalización del vínculo se hará efectiva a partir del 10 de febrero siguiente, indicando adicionalmente que probado se encuentra que el demandante no tuvo ningún accidente de trabajo y que sus dolencias son de origen común. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación de reintegrar”, “Eficacia de la terminación del contrato de trabajo”, “Inexistencia de la obligación de pagar la indemnización contenida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997”, “El trabajador tiene la carga de la prueba en razón a que el despido fue por razón de su limitación”, “El trabajador no era una persona limitada”. En escrito visible a folios 236 a 238 del expediente solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad Confianza S.A. en virtud a las pólizas de seguro de cumplimiento que tomó para garantizar el pago de los perjuicios derivados del incumplimiento de las obligaciones contraídas con la ejecución del contrato de obra Nº 139 de 2011.

Por su parte la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP al dar respuesta al libelo introductorio –fls.247 a 254- aceptó la suscripción del contrato de obra Nº 139 de 2011 con el contratista Hoover Fernando Ortiz Montoya, pero frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y planteó la excepción de fondo de “Prescripción”. En escrito adjunto –fls.263 a 266- solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad Confianza S.A. en virtud a las pólizas de seguro de cumplimiento suscritas a su favor por parte del relacionado contratista.

La Aseguradora Confianza S.A. contestó los llamamientos –fls.366 a 373 y 412 a 417-aceptando la suscripción de las pólizas de garantía de cumplimiento frente al contrato de obra Nº 139 de 2011. Formuló las excepciones de “Inexistencia de los presupuestos que configuren el fuero especial alegado”, “Falta de legitimación en la causa del codemandado Hoover Fernando Ortiz Montoya para llamar en garantía a la Aseguradora”, “Máximo valor asegurado – Límite de responsabilidad de la Aseguradora”, “Ausencia de cobertura de pretensiones diferentes a la indemnización por despido sin justa causa –Verbigracia- Ilegal”, “Despido fue justificado” y “Genérica”.

En sentencia de 4 de agosto de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Luis Fernando Rivera Trujillo y el señor Hoover Fernando Ortiz Montoya existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 9 de marzo de 2011 y el 10 de febrero de 2012, el cual fue terminado por voluntad expresa del propio demandante el 1º de febrero de 2012 cuando a través de carta de renuncia le informó al empleador la decisión de dar por finalizado el vínculo laboral a partir del 10 de febrero de 2012.

Por las razones expuestas absolvió a las entidades accionadas de las pretensiones condenatorias de la demanda.

Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación argumentando que en el proceso, contrario a lo definido por la a quo, lo que quedó demostrado documentalmente es que el señor Luis Fernando Rivera Trujillo fue despedido por el empleador Hoover Fernando Ortiz Montoya el 10 de febrero de 2012, cuando se encontraba en estado de debilidad manifiesta al haber sido calificado por la Junta Regional y Nacional de Calificación de Invalidez con una PCL del 17.20% de origen común y estructurada el 4 de junio de 2011; por lo que el contrato de trabajo que lo unió con el señor Ortiz Montoya se encuentra vigente.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acredita el señor Luis Fernando Rivera Trujillo los requisitos exigidos para concluir que la finalización del contrato de trabajo que sostenía con el señor Hoover Fernando Ortiz Montoya se efectuó en razón de sus limitaciones físicas?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EL DESPIDO COMO ELEMENTO DETERMINANTE PARA ESTUDIAR LA VIABILIDAD DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA.

Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Conforme con lo expuesto, para que opere el estudio de la estabilidad laboral reforzada en los términos establecidos en la Ley 361 de 1997, debe quedar acreditado que la cesación de la relación laboral se debió a una decisión unilateral por parte del empleador.

EL CASO CONCRETO

Sostiene en la demanda el señor Luis Fernando Rivera Trujillo –fls.3 a 27 y 188 a 189- que entre él y el señor Hoover Fernando Ortiz Montoya existió un contrato de trabajo por obra o labor contratada entre el 9 de marzo de 2011 y el 10 de febrero de 2012, en desarrollo del contrato de obra Nº 139 de 2011 suscrito entre su empleador y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP, supuestos que fueron aceptados por el propio demandado al dar respuesta al libelo introductorio –fls.199 a 210 y 335-, es decir, estos quedaron fuera de cualquier debate, lo que implicaba que no podían ser objeto de pronunciamiento por parte de la falladora de primera instancia, máxime cuando en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. llevada a cabo el 21 de marzo de 2017, los mismos se tuvieron por probados; por lo que errado fue el proceder de la a quo cuando decidió cambiar la modalidad de la relación laboral, indicando sin argumentos que la misma se pactó a término indefinido.

Zanjado lo anterior, de lo que debe ocuparse la Sala es en determinar si se dan los presupuestos exigidos por la Sala de Casación Laboral para establecer si el señor Rivera Trujillo tiene derecho a la protección especial prevista en la Ley 361 de 1997.

Según dictamen emitido el 19 de octubre de 2011 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.162 a 164- el señor Rivera Trujillo padece una PCL del 17.20% de origen común y estructurada el 4 de junio de 2011, es decir, tiene una limitación física moderada de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 del Decreto 2463 de 2001; limitación ésta de la que era conocedor el empleador Hoover Fernando Ortiz Montoya, como lo acepta al contestar la demanda –fls.199 a 210 y 335-.

En cuanto a las razones que llevaron a que finalizara la relación laboral entre las partes, a folio 213 del expediente se observa carta suscrita por el señor Luis Fernando Rivera Trujillo, en la que el 1º de febrero de 2012 le informa al empleador Hoover Fernando Ortiz Montoya que por motivos estrictamente laborales cesa definitivamente la relación laboral a partir del 10 de febrero de 2012.

Al reformar la demanda –fl.286- la apoderada de la parte actora tacha de falsa el documento relacionado anteriormente y solicita que se ordene y practique prueba grafológica con el objeto de demostrar que esa no es la firma del señor Luis Fernando Rivera Trujillo, no obstante, en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., la referida profesional del derecho decidió desistir de la tacha de acuerdo con lo que le expresó su poderdante, decisión que fue avalado por el juzgado de conocimiento.

Bajo tales circunstancias, al no haber prueba que indique que ese documento no fue suscrito por el señor Luis Fernando Rivera Trujillo, como en principio lo sostuvo su apoderada judicial, es del caso darle plena validez al documento y por lo tanto es dable concluir que la finalización del contrato de trabajo obedeció a una decisión unilateral del trabajador; por lo que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 4 de agosto de 2017.

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 4 de agosto de 2017.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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